Carátula 


SEÑOR PRESIDENTE.- Habiendo número, está abierta la sesión. 
(Es la hora 14 y 8 minutos) 
Dese cuenta de los asuntos entrados. 
(Se da de los siguientes:) 


SEÑORA SECRETARIA.- “Carpeta N* 1485/2009. INSTITUTO DE LA NIÑEZ Y LA ADOLESCENCIA 
DEL URUGUAY. Creación y Ley Orgánica. Mensaje y Proyecto de Ley del Poder Ejecutivo. (Distribuido 
N? 3140/20099) 


Carpeta N* 1488/2009. CAPITAL NACIONAL DEL RAID HÍPICO. Se declara la Ciudad de 
Sarandí Grande del Departamento de Florida. Proyecto de ley aprobado por la Cámara de 
Representantes. (Distribuido N* 3128/2009) 


Carpeta N* 1495/2009. VERIFICACIÓN DE ADHESIONES. Se establece el procedimiento 
para los casos de reforma constitucional, recurso de referéndum e iniciativa popular. Proyecto de ley 
con exposición de motivos presentado por los señores Senadores integrantes de la Bancada del Frente 
Amplio”. 


Asimismo, se reparten tres proyectos de ley, junto con las disposiciones citadas relacionadas 
con el proyecto de ley por el que se establecen normas sobre el Derecho Internacional Privado, 
contenido en la Carpeta N* 1461/2009. En consecuencia, se reparte el Distribuido N* 3141 
acompañado de un CD que contiene fuentes del Derecho Internacional Privado. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Vamos a proceder de la siguiente manera: se distribuyen los tres primeros 
proyectos de ley para ser integrados en un futuro orden del día y, en el día de hoy, consideramos el 
proyecto de ley sobre las normas de Verificación de Adhesiones de la Corte Electoral. 


Léase el artículo único del proyecto de ley de verificación de adhesiones por el que se 
establece el procedimiento para los casos de reforma constitucional, recurso de referéndum e iniciativa 
popular. 


(Se lee:) 


“Artículo único.- En los procedimientos de verificación de las adhesiones que se presenten 
para someter un proyecto de reforma constitucional a plebiscito, ejercer el derecho de iniciativa ante el 
Poder Legislativo o promover o interponer un recurso de referéndum contra las leyes, la Corte Electoral 
deberá recurrir al Registro Patronímico de la Oficina Nacional Electoral, cuando se detecten 
inconsistencias, errores u omisiones en las series y números o en los nombres y apellidos estampados 
en las papeletas correspondientes. 


Si dichas inconsistencias, errores u omisiones son subsanados con la información que aporte 
el registro referido en el inciso primero del presente artículo, las respectivas adhesiones serán objeto 
de cotejo en sus impresiones digitales o en sus firmas, cuando correspondiere, con las que contenga la 
documentación electoral pertinente. De lo contrario, serán rechazadas antes de pasar a la etapa de 
comprobación dactiloscópica.” 


En consideración. 


SEÑORA PERCOVICH.- Tal como se explicita en la exposición de motivos de la iniciativa, se trata de 
un reclamo de algún miembro de la Corte Electoral. En las ocasiones en que se presentan muchas 
firmas -como en los casos habituales de referéndum o plebiscito- es posible que haya alguna 
inconsistencia. En principio, cuando la hay, las firmas son rechazadas. La propia Corte Electoral 
sostiene que hoy cuenta con un registro informático electrónico que, al introducir los datos respectivos, 
permite ver y subsanar inmediatamente las dudas; esto es, aceptar la firma si los datos concuerdan o, 
de lo contrario, rechazarla, así como determinar que, por ejemplo, una “u” no es una “v”. Teniendo el 
registro electrónico, estos problemas se solucionan inmediatamente, ya sea para aceptar o para 
rechazar las firmas, sin ir a una disquisición de opiniones que no es tan segura como el propio registro. 


SEÑOR GALLICCHIO.- Me gustaría saber si esto no incluye la verificación de las firmas. 
SEÑORA PERCOVICH.- No, eso es otra cosa. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Estoy de acuerdo con este proyecto de ley, pero creo que habría que hacer 
mención a la existencia de ese registro electrónico a nivel de la Corte Electoral. Todos conocemos el 
registro manual, que consiste en cotejar fichas, tal como sucede con la credencial cívica. La credencial 
que nosotros tenemos es un duplicado del original que queda en poder de la Corte Electoral. Es así 
que cuando vamos a votar, vemos que hay un documento idéntico al nuestro en una especie de 
bibliorato. 


En definitiva, propongo que se establezca que ese registro es electrónico. 
SEÑORA PERCOVICH.- Lo que sucede es que ellos lo dan por supuesto. 


SEÑOR PRESIDENTE.- De acuerdo, pero creo que no debemos dar nada por supuesto y sí ser lo más 
claros posible. Entonces, diría: “la Corte Electoral deberá recurrir al Registro Patronímico Electrónico 
de la Oficina Nacional Electoral”. 


Si no se hace uso de la palabra, se va a votar. 

(Se vota:) 

5 en 5. Afirmativa. UNANIMIDAD. 

Queda aprobado el proyecto de ley, que será elevado al Senado. 


Si no hay objeciones, los miembros informantes seríamos la señora Senadora Percovich y 
quien habla, indistintamente. 


De acuerdo con lo que señalamos oportunamente, incorporaremos los otros proyectos de ley 
al orden del día. 


Se pasa a considerar el proyecto de ley correspondiente a la Carpeta 1462/2009, Distribuido 
3079/2009: “Relaciones de Consumo. Procedimiento en pequeñas causas”. 


Respecto de esta iniciativa, solicito más tiempo para estudiarla, ya que no he podido 
analizarla en profundidad y creo que es bastante extensa. 


SEÑORA PERCOVICH.- En realidad, consta de ocho artículos. Vale recordar que responde a una 
iniciativa de la Dirección de Comercio del Ministerio de Economía y Finanzas. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Léase el proyecto de ley. 


(Se lee:) 


“Artículo 1” (Competencia).- Las pretensiones referidas a relaciones de consumo (art. 1 ley 
15.750) en las que el valor total de lo reclamado en la demanda no supere el valor equivalente a 100 
UR (cien unidades reajustables) se formularán ante el Juzgado de Paz que corresponda conforme a los 
criterios legales de asignación de competencia previstos por la ley 15.750 y modificativas y se 
tramitarán por el siguiente procedimiento: 


Artículo 2” (Procedimiento).- 


2.1. El reclamante presentará su solicitud de audiencia ante el Juzgado Competente en un 
formulario donde consten los datos requeridos por el Art. 117 del CGP y, especialmente, el monto 
máximo a reclamar. 


Recibida la solicitud, el Juez fijará dentro de las 48 horas una Audiencia, que deberá 
realizarse en un plazo máximo de 30 días. 


El citante tendrá la carga de comparecer a notificarse de la audiencia fijada so pena de 
tenerlo por notificado, y al demandado se le notificará personalmente. 


2.2. La audiencia será pública y el juez comenzará oyendo a las partes por su orden, las que 
formularán sus respectivas proposiciones y ofrecerán prueba. 


Acto seguido se tentará la conciliación y, de lograrse ésta, se labrará un acta resumida, 
dictándose la providencia que la homologue, la que tendrá los mismos efectos que la sentencia 
definitiva pasada en autoridad de cosa juzgada. 


La inasistencia a la audiencia fijada se regirá por lo dispuesto en el art. 340 del CGP. Cuando 
resulte de aplicación del art. 340.3 del CGP el juez no diligenciará medio probatorio alguno y dictará 
sentencia de inmediato, la que para el caso de condena no podrá exceder el monto indicado en la 
solicitud de audiencia. 


2.3. De no lograrse la conciliación se recibirán las pruebas ofrecidas por las partes. De 
ofrecerse prueba testimonial ésta tendrá como máximo tres testigos por cada parte. 


2.4. El juez interrogará a los testigos y a las partes, gozando de los más amplios poderes 
inquisitivos y de dirección de la audiencia. 


En caso de no poderse diligenciar toda la prueba en la audiencia, ésta podrá prorrogarse por 
única vez y por un plazo no mayor a quince días, si el magistrado lo estima pertinente. 


2.5. Finalizada la audiencia el juez dictará sentencia, que se pronunciará sobre todas las 
defensas interpuestas incluyendo las excepciones previas, y sólo en casos excepcionales, podrá 
prorrogarse el dictado de la misma por un plazo de hasta tres días. 


La misma impondrá preceptivamente las costas y costos del proceso de cargo del vencido. 
Sin embargo, el tribunal podrá apartarse de este principio, en forma fundada, cuando la parte, a su 
juicio, haya actuado con alguna razón. 


2.6. Contra las providencias dictadas durante el curso del procedimiento podrá deducirse el 
recurso de reposición, y la sentencia definitiva solo admitirá los recursos de aclaración y ampliación. En 
este último caso el mismo deberá ser interpuesto y resuelto en la propia audiencia una vez dictada la 
recurrida, sin posibilidad de prórroga alguna. 


El Juez podrá rechazar liminarmente cualquier incidente planteado durante el curso del 
proceso y su decisión será irrecurrible. 


2.7. Resultará aplicable lo dispuesto por el artículo 7 de la Ley 16.011. 


Artículo 3% (Asistencia letrada).- La comparecencia en estos procesos no requerirá asistencia letrada 
obligatoria. 


Artículo 4” (Tributación).- Las partes solo deberán reponer un timbre Poder Judicial equivalente al 1% 
del monto reclamado. 


Artículo 5* (Caducidad).- La acción para reclamar por el procedimiento sumario previsto por la presente 
ley, caducará al año de verificado el acto, hecho u omisión que la fundamente, sin perjuicio de los 
plazos consagrados en la ley 17.250. 


Esta caducidad no impide la promoción del tratamiento de la pretensión en proceso ordinario, o 
extraordinario en su caso, al que se aplicarán las normas de la ley citada. 


Artículo 6% (Juicio Ordinario Posterior).- Lo decidido en el proceso sumario podrá ser 
modificado en proceso ordinario posterior. 


Este proceso sólo podrá promoverse cuando haya quedado ejecutoriada la sentencia 
pronunciada en el proceso sumario. 


Para conocer en el proceso ordinario posterior, será competente el mismo tribunal que 
hubiere entendido en el proceso sumario. 


El derecho a obtener la revisión de lo resuelto en el proceso sumario caducará a los tres 
meses de ejecutoriada la sentencia pronunciada en éste. 


Artículo 7* (Multa civil).- El Tribunal tiene atribuciones para aplicar una multa civil a quien 
actúa con grave indiferencia respecto de los derechos ajenos o de los derechos de incidencia colectiva. 


Su monto se fijará tomando en consideración las circunstancias del caso, en especial los 
beneficios que obtuvo el demandado con su conducta. 


Artículo 8% (Normas supletorias).- En lo no previsto en la presente ley, será de aplicación lo 
establecido por el CGP y demás normas modificativas y concordantes.” 


En consideración. 


SEÑORA PERCOVICH.- Creo que en el artículo 1% hay un error, porque comienza diciendo: “Las 
pretensiones referidas a relaciones de consumo (art. 1 ley 15.750)” y, en realidad, me parece que lo 
que se pretende es hacer referencia a la Ley N* 17.250 que es, justamente, la que regula las 
relaciones de consumo. Más adelante, en la misma disposición, se hace mención, en forma correcta, a 
la Ley N* 15.750. 


SEÑOR GALLICCHIO.- Este proyecto de ley tiene su origen en el Poder Ejecutivo, ¿no es así? 


SEÑORA PERCOVICH.- Esto proviene, en realidad, de la Dirección General de Comercio, del 
Ministerio de Economía y Finanzas, pero lo presentamos nosotros. 


La iniciativa apunta, según lo que explicaba el Economista Antía, a ir teniendo ya un 
procedimiento en esta materia. Como recordarán, en la última Rendición de Cuentas no se efectivizó la 


creación de los Juzgados de Pequeñas Causas, que se incluían en la propuesta del Poder Judicial, 
porque no había fondos autorizados por el Ministerio de Economía y Finanzas. Sin embargo, el 
Economista Antía manifestaba que el hecho de que se vayan utilizando ya los procedimientos 
abreviados, rápidos -tal como los que están establecidos aquí para las pequeñas causas-, es una 
forma de ir avanzando en ese sentido, y de esto se trata. Hace mucho tiempo que las organizaciones 
de consumidores, la propia Dirección General de Comercio, el Área Defensa del Consumidor y la 
misma Cátedra especializada en el tema en la Facultad, están luchando por esto. 


Por esos motivos, lo que presentamos fue el propio texto enviado por el Área Defensa del 
Consumidor. 


SEÑOR PRESIDENTE.- En lo personal, creo que el proyecto de ley está bien estructurado y que es 
bueno que en las causas que no alcancen determinado monto se aplique un procedimiento rápido, en 
el que el Juez tenga atributos de los que, naturalmente, no dispone en las causas de mayor enjundia. 


Propongo, pues, que aprobemos la iniciativa en general y si algún señor Senador tiene alguna 
modificación para sugerir, que lo haga ahora. 


SEÑOR OBISPO..- Creo que este proyecto de ley es interesante y necesario. Recuerdo que la Ley N* 
17.250, que fue un avance muy importante en respuesta al reclamo de los consumidores, se aprobó 
por unanimidad. De todos modos, todavía falta que la población tenga conocimiento de esta ley - 
muchas veces la gente se complica para reclamar por estas pequeñas cosas- y creo que, en la medida 
en que se brinden instrumentos para que los consumidores tengan claros los caminos por donde deben 
proceder en esas cosas, se concretaría un avance y un complemento importante en la implementación 
de esta ley tan trascendente. 


Por otro lado, sé que varias Intendencias están haciendo acuerdos para establecer oficinas y 
ayudar a los consumidores, por lo que este es un importante paso más en ese sentido. 


SEÑOR MOREIRA.- Estas son causas muy comunes de reclamos de consumidores, pero 
generalmente, la gente no los lleva a un Juzgado porque tiene que consultar a un Abogado. Acá se 
prevé que no hay asistencia letrada obligatoria y es un hecho, reitero, que a veces la gente no reclama 
porque tiene que pagar a un Abogado. En consecuencia, me parece razonable llevar a la Justicia 
aquellos casos en los que hay abuso de parte de algunas empresas  -he visto casos notorios- y en 
los que la gente queda en un estado de virtual indefensión porque le sale más caro pagar al profesional 
que no hacer el reclamo. 


SEÑOR ABREU.- Creo que en el fondo estamos de acuerdo en que es importante aumentar la 
capacidad de protección al consumidor, sobre todo del pequeño consumidor. Simplemente, tengo una 
duda con respecto al tipo de relaciones de consumo de que se trata, es decir, si se abarca solamente al 
sector privado o si también puede extenderse a la actividad pública, por ejemplo, a la demanda que se 
pueda hacer a determinada empresa pública que presta un servicio por el que cobra. 


Por último, tengo algunas inquietudes de redacción. El artículo 7% habla de la “multa civil”, 
pero no sé de dónde salió esa denominación porque, en realidad, no hay otra multa que no sea 
pecuniaria. Se trata de una multa que no tiene por qué ser definida y me parece que el Tribunal tiene 
atribuciones excesivamente discrecionales para calificar la grave indiferencia respecto de los derechos 
ajenos o de los derechos de incidencia colectiva. Esa es la única duda que me queda sin perjuicio, 
naturalmente, de acompañar la filosofía del proyecto de ley. Me refiero, en definitiva, a esta falta de 
técnica jurídica en definir a la multa civil y a la discrecionalidad que se le da al Tribunal en una 
referencia un tanto confusa -o, por lo menos, de poca precisión- para fijar la multa que se va a 
implantar. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Pienso que la ley es aplicable tanto a las relaciones con comercios privados 
como con aquellas empresas públicas que presten servicios por los cuales cobran. Es decir que se 
comprende todo sin exclusiones de ningún tipo. 


Aclaro que no intervine en la redacción del texto y no tuve tiempo suficiente de analizarlo con 
rigor, pero observo que en el artículo 5%, cuyo “nomen juris” es “Caducidad”, se prevé un mecanismo 
para el procedimiento sumario que caduca al año de verificado el acto. Esto quiere decir que, si por 
ejemplo, UTE cobra a alguien $ 300 de más y pasa un año, caduca la posibilidad de aplicar el 
procedimiento sumario. Ahora bien, de lo expuesto a continuación surge que esto no excluye el 
procedimiento ordinario. 


Luego, el artículo 6%, “Juicio Ordinario Posterior”, dice así: “Lo decidido en el proceso sumario 
podrá ser modificado en proceso ordinario posterior”. Realmente, considero que si se lleva a cabo un 
proceso sumario y posteriormente se modifica en un proceso ordinario, cualquier bandido -y aclaro que 
yo conocí unos cuantos en mi larga actuación en el Poder Judicial- puede verse beneficiado por esta 
situación. 


SEÑOR MOREIRA.- Estoy de acuerdo; de cualquier manera, también está lo relativo a la cosa 
juzgada. Por lo aquí expuesto, puede haber una sentencia pasada en autoridad de cosa juzgada que 
luego se podría revisar, lo que contraría todos los principios generales de Derecho. Estimo que si hay 
cosa juzgada y queda ejecutoriada la sentencia, esta no se puede revisar en un juicio ordinario 
posterior. 


SEÑOR ABREU.- Aparte de eso, la descripción de la modificación no tiene la menor técnica jurídica... 


SEÑOR PRESIDENTE.- Entiendo que si eliminamos el artículo 6%, no se cambia en nada el resto del 
articulado. 


SEÑORA PERCOVICH.- ¿También deberíamos eliminar el segundo inciso del artículo 5%? 


SEÑOR PRESIDENTE.- No, porque en ese caso no hubo pronunciamiento de cosa juzgada. En 
cambio, si eliminamos el artículo 6%, mantenemos el criterio eje del proyecto, que es la brevedad. 


SEÑOR MOREIRA.- Teniendo en cuenta lo expuesto por el señor Senador Abreu y mi larga 
experiencia en la fijación de multas, pienso que debería ponerse un tope a la multa porque, tal como 
está redactada la norma, si se quiere, se puede aplicar una multa de un millón de dólares. Asimismo, 
señalo que nunca sentí hablar de “multa civil”. Personalmente, eliminaría también este artículo, porque 
no considero pertinente que el Juez aplique una multa con absoluta discrecionalidad y sin siquiera un 
tope. Además, creo que la referencia a “quien actúa con grave indiferencia respecto de los derechos 
ajenos” es absolutamente subjetiva. Por lo tanto, soy partidario de eliminar el artículo relativo a la 
multa. Debemos tener en cuenta que, en definitiva, esta iniciativa lo que busca es el amparo de los 
derechos de la persona que no quiere recurrir a un Abogado y tiene una pequeña causa para 
reclamar; para ello, el Juez lo ampara, pero no me parece que sea conveniente que, además, se 
pueda aplicar una multa. No recuerdo si la ley prevé sanciones a este respecto. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Debemos tener en cuenta que el artículo 7?, que es el que tiene que ver con la 
multa civil, se refiere al “Tribunal” -se supone que es el que entiende en un juicio ordinario- y no al Juez 
de Paz. 


SEÑOR ABREU.- Creo que en el caso de un juicio ordinario no necesariamente tiene que tratarse de 
un Tribunal, porque si es en primera instancia, el que actúa, es un Juez. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Sé que si se trata de un juicio en primera instancia el que actúa es un Juez, 
pero quiero explicar las razones por las cuales se puede eliminar esta parte de la iniciativa. 


En el numeral 2.5. del artículo 2%, se dice: “La misma impondrá preceptivamente las costas y 
costos del proceso de cargo del vencido”; por lo tanto, creo que ese tema ya está mencionado. 


SEÑOR MOREIRA..- Habría que eliminar el 2.6. y el 2.7. 


(Apoyados) 


SEÑOR MUGURUZA.- Me da la impresión de que el segundo inciso del artículo 6%, que dice “Este 
proceso sólo podrá promoverse cuando haya quedado ejecutoriada la sentencia pronunciada en el 
proceso sumario”, habría que agregarlo al inciso segundo del artículo 5*. 


SEÑOR ABREU.- Pienso que no es necesario hacerlo, porque aquí estamos descartando la posibilidad 
de ir a esa revisión por otra vía. Entonces, al eliminar el último inciso del artículo 6% que dice: “El 
derecho a obtener la revisión de lo resuelto en el proceso sumario caducará a los tres meses de 
ejecutoriada la sentencia pronunciada en éste”, pienso que se hace lo propio con la correlación de la 
caducidad respecto de la pretensión. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Es así, porque al eliminar esa posibilidad luego de que se haya consagrado la 
cosa juzgada por la intervención sumaria del Juez de Paz, ya no tiene sentido. El promotor tiene la 
posibilidad inicial de elegir el proceso sumario o el juicio ordinario; en caso de que opte por este último, 
queda comprendido por las normas del Código General del Proceso. 


SEÑOR MOREIRA.- Es claro, porque si alguien reclama por daños y perjuicios, está haciéndolo por 
más de $ 3.000. 


SEÑOR ABREU.- En el 2.5. del artículo 2%, se dice: “La misma impondrá preceptivamente las costas y 
costos del proceso de cargo del vencido”. A renglón seguido, se señala: “Sin embargo, el tribunal podrá 
apartarse de este principio, en forma fundada, cuando la parte, a su juicio, haya actuado con alguna 
razón”. Lo cito porque menciona al Tribunal, y esto de que estamos hablando se realiza ante un Juez 
de Paz. 


SEÑORA PERCOVICH.- Si me permiten, quiero decir que si bien no soy Abogada, aprendí que 
muchas veces, cuando se redactan las leyes y hacen referencia al Juez, en realidad aluden al Tribunal. 


SEÑOR PRESIDENTE.- No, señora Senadora, en este caso se trata sólo del Juez; cuando se hace 
referencia al Tribunal, en realidad tiene que ver con una integración plural de la Magistratura. 


SEÑOR MOREIRA.- Es así, señor Presidente. 


SEÑOR ABREU.- La redacción podría ser la siguiente: “Sin embargo, el Juez podrá apartarse de este 
principio, en forma fundada, cuando la parte, a su juicio, haya actuado con alguna razón”. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Sí, en lugar del término “Tribunal”, se podría decir “Juez”. 


SEÑOR ABREU.- A renglón seguido, se podría decir: “La sentencia podrá imponer las costas y costos 
del proceso a cargo del vencido de acuerdo con el criterio del Juez”. 


SEÑOR MOREIRA.- Aunque no lo diga, es así. 
SEÑOR ABREU.- Se está dando una excepción. 


SEÑORA PERCOVICH.- A propósito de la creación de un proceso para las pequeñas causas y de la 
creación de los Juzgados, otro reclamo que siempre he escuchado con respecto a este último ha sido 
la necesidad de que pudieran decretar las multas porque, según se ha dicho, una de las grandes 
demoras estaba dada porque los Jueces no tuvieran potestades para hacerlo. En la exposición de 
motivos, se señala: “La imposición de multas por parte de la jurisdicción en tal aspecto tiene 
antecedentes legislativos en otras materias sociales, como por ejemplo en arrendamientos urbanos 
(Ley N*14.219). Asimismo existe norma en el propio Código General del Proceso que atribuye al 
tribunal la potestad sancionatoria pecuniaria, tal como emerge del artículo 374.2 del mismo”. Siempre 
escuché decir a quienes trabajan con el tema del consumo que esto agilita el tratamiento de los 


asuntos, y ese es el espíritu que se pone de manifiesto en general, pero quizás habría que hacer 
alguna consulta al respecto. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Creo que incorporar el tema de la multa es algo bastante complicado, porque 
si hay multa también existieron costas y costos, es decir, se produjo el pago de honorarios y de los 
gastos que se ocasionaron. 


SEÑOR ABREU..- En este caso no existen honorarios porque se trabajó sin asistencia letrada. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Sí, pero puede haber asistencia letrada porque eso no está prohibido. 
Entonces, me parece que si introducimos el tema de la multa, pueden surgir problemas porque no sé 
cómo podrá resolver el Juez, por ejemplo, el caso en que se interponga un recurso de nulidad absoluta. 
El objeto de todo esto es que las causas sean breves y pueda evitarse el gran atolladero que hay en 
los Juzgados. Lo que se busca es, en primer lugar, contribuir a resolver rápidamente los problemas 
pequeños y, en segundo término, eliminar una infernal cantidad de expedientes que se amontonan y 
entorpecen el trabajo de los Juzgados de Paz. Por lo tanto, en lo personal, en el apartado 2.5., donde 
dice “el tribunal podrá apartarse”, pondría “el Juez podrá apartarse de este principio, en forma fundada, 
cuando la parte, a su juicio, haya actuado con alguna razón.” 


SEÑOR MOREIRA.- Considero que imponer preceptivamente costas y costos es sentar un principio al 
revés de lo que normalmente sucede. Además, en este caso se prevé que no será obligatoria la 
asistencia letrada, por lo que parece contradictorio imponer costas y costos. La intención de esta 
iniciativa es que las personas no tengan que acudir a un Abogado para hacer este tipo de 
procedimientos. Sin embargo, al mismo tiempo, se estarían imponiendo preceptivamente las costas y 
costos. 


(Dialogados) 


SEÑOR PRESIDENTE.- A los efectos de que quede claro en la versión taquigráfica, el inciso segundo 
del numeral 2.5. del artículo 2% quedaría redactado de la siguiente manera: “La misma impondrá las 
costas y costos del proceso, en caso de corresponder, de cargo del vencido”. 


SEÑOR ABREU.- Más que del “vencido”, debería decirse del “condenado”, porque aquí no hay 
vencedores ni vencidos; hay condenados y absueltos. 


SEÑOR PRESIDENTE.- No, señor Senador, porque esta no es materia penal. En las causas penales sí 
se condena; en cambio, en las causas civiles se vence o se pierde. 


Entonces, de acuerdo con lo conversado, se eliminarían los artículos 6% y 7% y 
mantendríamos el 8”, que refiere a normas supletorias. 


SEÑORA PERCOVICH.- Quisiera dejar una constancia. Me gustaría que cuando se creen los 
Juzgados de Pequeñas Causas -en todo caso, para la próxima Legislatura-, se estudie la posibilidad de 
incorporar el tema de la mujer, pero ya habiendo sido asignado el procedimiento. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Si no se hace uso de la palabra, se va a votar en general el proyecto de ley. 
(Se vota:) 
7en 7. Afirmativa. UNANIMIDAD. 


La Mesa sugiere poner a votación artículo por artículo a los efectos de que queden claras las 
modificaciones propuestas en cada caso. 


(Apoyados) 


Si no se hace uso de la palabra, se va a votar el artículo 1%, con la corrección del número de la 
Ley citada, que es la N* 17.250, en lugar de N? 15.750. 


(Se vota:) 
7 en 7. Afirmativa. UNANIMIDAD. 


” 


SEÑOR ABREU.- Quiero hacer notar que en el numeral 2.1., inciso primero, se habla del “reclamante 
y luego, en el inciso tercero de ese mismo numeral se hace referencia al “citante”. El reclamante es el 
mismo que el citante. Por tanto, sugeriría utilizar el vocablo “reclamante” en ambos casos. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Si no se hace uso de la palabra, se va a votar el artículo 2%, con la sustitución 
del vocablo “citante” por “reclamante” en el inciso tercero del numeral 2.1. y con la modificación 
sugerida para el inciso segundo del numeral 2.5, que ya fue leída. 


(Se vota:) 

7 en 7. Afirmativa. UNANIMIDAD. 

Si no se hace uso de la palabra, se va a votar el artículo 3". 
(Se vota:) 

7 en 7. Afirmativa. UNANIMIDAD. 

Si no se hace uso de la palabra, se va a votar el artículo 4”. 
(Se vota:) 

7 en 7. Afirmativa. UNANIMIDAD. 

Si no se hace uso de la palabra, se va a votar el artículo 5. 
(Se vota:) 

7 en 7. Afirmativa. UNANIMIDAD. 

Si no se hace uso de la palabra, se va a votar la eliminación de los artículos 6* y 7*. 
(Se vota:) 

7 en 7. Afirmativa. UNANIMIDAD. 

Si no se hace uso de la palabra, se va a votar el artículo 8*. 
(Se vota:) 


7 en 7. Afirmativa. UNANIMIDAD. 


Queda aprobado el proyecto de ley, que será informado al Plenario. 
Corresponde ahora designar miembro informante. 
SEÑOR MOREIRA.- Propongo al señor Senador Abreu. 
SEÑORA PERCOVICH.- Coincido con el señor Senador Moreira. 
SEÑOR ABREU.- Acepto con mucho gusto. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Queda designado, entonces, el señor Senador Abreu como miembro 
informante. 


SEÑOR ABREU.- En cuanto a los procesos laborales, habíamos solicitado cierto asesoramiento. 
Durante una comparecencia del señor Ministro y del señor Subsecretario, hicimos observaciones sobre 
ciertos temas, incluso alguna de inconstitucionalidad que fue compartida por este último, quien dijo que 
ya se les había hecho notar. 


No por un tema de género precisamente, pero de ser posible, me gustaría que concurriera a 
esta Comisión la Doctora Cristina Mangarelli, excelente catedrática, Profesora Grado IV en Derecho 
Laboral, que integra el Instituto de Derecho Laboral -y, si no me equivoco, es la única mujer calificada 
en este aspecto-, quien tiene algunos aportes que hacer. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Si los demás integrantes de la Comisión están de acuerdo, citaríamos a la 
Doctora Mangarelli y dejaríamos para la próxima sesión los demás temas. 


SEÑOR MOREIRA.- Quisiera agregar que hace unos días me llamó un integrante de la Suprema Corte 
de Justicia, porque han enviado un anteproyecto de ley, un tratado en materia de procesos de 
restitución de niños que ya llegó a este Parlamento. Me han hablado de la importancia que tiene esto, 
por lo que creo que deberíamos incluirlo como asunto a estudio de la Comisión. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Cabe destacar que la Suprema Corte de Justicia no tiene iniciativa y por ello 
la Secretaría no le ha puesto número a este texto, pero nosotros sí la tenemos y deberíamos hacerlo. 


SEÑORA PERCOVICH.- Personalmente estoy estudiando esta iniciativa porque realmente la considero 
muy importante. Creo que debemos darle iniciativa y discutir el tema. De todas maneras, hay que 
aclarar que también tiene errores, porque va hacia atrás en algunos elementos en los que ya 
avanzamos en la legislación nacional, con respecto al Código de la Niñez y la Adolescencia. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Dado que la señora Senadora Percovich es la experta en esa materia, creo 
que sería pertinente que ella lo oficialice, lo presente y, al mismo tiempo, sugiera las modificaciones 
necesarias. 


El otro asunto que está pendiente tiene que ver con la responsabilidad del Estado por daños 
causados a terceros en la ejecución de servicios públicos; se trata de una reglamentación y propongo 
que la veamos con mayor detenimiento en una próxima reunión. 


No habiendo más asuntos, se levanta la sesión. 


(Así se hace. Es la hora 14 y 59 minutos) 


Linea del vie de náaina 
Montevideo, Uruguay. Poder Legislativo. 


